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Por lo que se refiere a la Declaración sobre el estatuto
de las iglesias y las organizaciones no confesionales,
Grecia recuerda la Declaración común sobre el Monte
Athos aneja al Acta Final del Tratado de Adhesión de
Grecia a las Comunidades Europeas.

ESTADOS PARTE

Fecha depósito

del Instrumento
Países

Alemania (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 7- 5-1998
Austria (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 21- 7-1998
Bélgica (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 19- 2-1999
Dinamarca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24- 6-1998
España (1) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5- 1-1999
Finlandia (2) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15- 7-1998
Francia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30- 3-1999
Grecia (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 23- 3-1999
Irlanda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 30- 7-1998
Italia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 24- 7-1998
Luxemburgo (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 4- 9-1998
Países Bajos (*) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 31-12-1998
Portugal (3) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 19- 3-1999
Reino Unido . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15- 6-1998
Suecia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 15- 5-1998

(*) Con ocasión de la firma del Tratado de Amsterdam, el 2 de octubre

de 1997, la República Italiana, depositaria del Tratado, recibió, en virtud

del artículo K.7 del Tratado de la Unión Europea, modificado por el Tratado

de Amsterdam, las siguientes declaraciones:

«En el momento de la firma del Tratado de Amsterdam, declararon que

aceptaban la competencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-

peas, según las modalidades que figuran en el artículo K.7, apartados 2 y 3:

El Reino de Bélgica, la República Federal de Alemania, la República Helé-

nica, el Gran Ducado de Luxemburgo y la República de Austria, según las

modalidades que figuran en el apartado 3, letra b).

Al efectuar dicha declaración, el Reino de Bélgica, la República Federal

de Alemania, el Gran Ducado de Luxemburgo y la República de Austria se

reservaron el derecho de prever en sus legislaciones nacionales que, en el

caso de que una cuestión acerca de la validez o interpretación de un docu-

mento, según el artículo K.7, apartado 1, se plantee en un juicio pendiente

ante un órgano jurisdiccional nacional contra cuyas decisiones no pueda

interponerse un recurso jurisdiccional de derecho interno, dicho órgano juris-

diccional deberá dirigirse para dicha cuestión al Tribunal de Justicia.»

Asimismo, el Reino de los Países Bajos declaró que los Países Bajos

aceptarán la competencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-

peas en virtud del citado artículo K.7; el Gobierno de los Países Bajos está

examinado todavía, sobre la base del apartado 3 del citado artículo, si la

facultad de dirigirse al Tribunal puede conferirse a órganos jurisdiccionales

distintos de aquellos cuyas decisiones no puedan ser objeto de recurso.

(1) «El Reino de España declara que acepta la competencia del Tribunal

de Justicia para pronunciarse con carácter prejudicial con arreglo a lo previsto

en el artículo K.7, párrafo 2, y según la modalidad prevista en el apartado

a) del párrafo 3 del mismo artículo.

El Reino de España se reserva el derecho de establecer en su legislación

nacional disposiciones con el fin de que, cuando se plantee una cuestión

relativa a la validez o a la interpretación de uno de los actos mencionados

en el apartado 1 del artículo K.7 en un asunto pendiente ante un órgano

jurisdiccional nacional cuyas decisiones no sean susceptibles de ulterior recur-

sos judicial de Derecho interno, dicho órgano jurisdiccional esté obligado

a remitir el asunto al Tribunal de Justicia.»

(2) Declaración mencionada en el apartado 2 del artículo K.7 del Tratado

sobre la Unión Europea, modificado por el Tratado de Amsterdam, según

el subapartado b, del apartado 3 del artículo mencionado:

«Finlandia acepta el poder de fallo preliminar del Tribunal de Justicia

de la Comunidad Europea de tal forma, que todos los tribunales de justicia

nacionales pueden solicitar al Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea

fallos preliminares relacionados con la validez e interpretación de las dis-

posiciones de la sección IV del Tratado firmado sobre la Unión Europea.»

(3) Al amparo de lo dispuesto en el artículo 35 (anterior artículo K.7)

del Tratado de la Unión Europea, en la redacción dada por el número once

del artículo 1 del Tratado de Amsterdam, la República Portuguesa formula

las siguientes declaraciones:

A. Acepta la competencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades

Europeas para decidir con carácter prejudicial sobre la validez y la inter-

pretación de las decisiones marco y de las decisiones sobre la interpretación

de las Convenciones establecidas al amparo del título VI del Tratado de la

Unión Europea y sobre la validez y la interpretación de las correspondientes

medidas de aplicación.

B. Al efecto, de acuerdo con las reglas previstas en la letra B) del número

tres del artículo 35 (anterior artículo K.7) del Tratado de la Unión Europea,

cualquier órgano jurisdiccional nacional podrá pedir al Tribunal de Justicia

que se pronuncie con carácter prejudicial sobre una cuestión suscitada en

procedimiento pendiente ante dicho órgano jurisdiccional relativa a la validez

o interpretación de un acto a que se refiere el número uno del mismo artículo,

si considera necesaria una decisión sobre dicha cuestión para el enjuicia-

miento de la causa.

El presente Tratado entra en vigor, de forma general
y para España, el 1 de mayo de 1999, de conformidad
con lo establecido en su artículo 14.2.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 27 de abril de 1999.—El Secretario general

técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores, Julio Núñez
Montesinos.

10229 INSTRUMENTO de Ratificación del Convenio
de asistencia judicial en materia civil y mer-
cantil entre el Reino de España y el Reino
de Tailandia, hecho en Madrid el 15 de junio
de 1998.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 15 de junio de 1998, el Plenipo-
tenciario de España firmó en Madrid, juntamente con
el Plenipotenciario del Reino de Tailandia, nombrados
ambos en buena y debida forma al efecto, el Convenio
de asistencia judicial en materia civil y mercantil entre
el Reino de España y el Reino de Tailandia,

Vistos y examinados los 22 artículos del Convenio,
Concedida por las Cortes Generales la autorización

prevista en el artículo 94.1 de la Constitución,
Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone,

como en virtud del presente lo apruebo y ratifico, pro-
metiendo cumplirlo, observarlo y hacer que se cumpla
y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo
fin, para su mayor validación y firmeza, mando expedir
este Instrumento de Ratificación firmado por Mí, debi-
damente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro
de Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid a 26 de marzo de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Asuntos Exteriores,

ABEL MATUTES JUAN

CONVENIO DE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA
CIVIL Y MERCANTIL ENTRE EL REINO DE ESPAÑA

Y EL REINO DE TAILANDIA

El Reino de España y el Reino de Tailandia (en ade-
lante denominados «las Partes»),

Con el fin de reforzar aún más los vínculos de amistad
y cooperación entre sus países,

Deseosos de prestarse asistencia judicial en materia
civil y mercantil, sobre la base del respeto mutuo por
la soberanía y la igualdad y en beneficio mutuo,
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Han convenido en lo siguiente:

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Ámbito de asistencia.

Las Partes acuerdan cooperar entre sí en la notifi-
cación de documentos judiciales y la obtención de prue-
bas en materia civil y mercantil.

Artículo 2. Protección judicial.

1. Los nacionales de una Parte gozarán de la misma
protección judicial que la otra Parte conceda a sus nacio-
nales y tendrá libre acceso a los Tribunales en el territorio
de la otra Parte, pudiendo comparecer ante ellos en las
mismas condiciones que los nacionales de la otra Parte.

2. Ninguna de las partes exigirá una fianza o depó-
sito para gastos procesales a los nacionales de la otra
Parte únicamente por tratarse de extranjeros.

3. Las disposiciones del presente Convenio que
hacen referencia a los nacionales de cualquiera de las
Partes serán también de aplicación a las personas jurí-
dicas constituidas con arreglo a la legislación de cual-
quiera de las Partes y con domicilio en su territorio.

Artículo 3. Autoridades centrales.

1. Cada Parte designará una Autoridad encargada
de remitir y recibir solicitudes de notificación de docu-
mentos judiciales o comisiones rogatorias para la obten-
ción de pruebas y de proceder conforme a lo dispuesto
en el presente Convenio.

2. La Autoridad del Reino de España es el Ministerio
de Justicia y la Autoridad del Reino de Tailandia es el
Ministerio de Justicia.

Artículo 4. Lenguas.

1. Las solicitudes y comisiones rogatorias se redac-
tarán en inglés o en la lengua oficial de la Parte requerida.
Junto con la solicitud o comisión rogatoria, deberá remi-
tirse a la Autoridad central de la Parte requerida una
traducción al inglés o a la lengua oficial de la Parte reque-
rida de los documentos que se acompañen.

2. Dicha traducción deberá estar debidamente cer-
tificada de conformidad con la legislación y la práctica
de la Parte requirente. No se exigirá su legalización ni
ninguna otra formalidad análoga.

Artículo 5. Gastos.

La ejecución de la solicitud y de la comisión rogatoria
no supondrá ningún coste, salvo que se establezca otra
cosa en el presente Convenio.

CAPÍTULO II

Notificación de documentos judiciales

Artículo 6. Presentación de la solicitud.

1. La Autoridad de la Parte en la que tengan su
origen los documentos remitirá la solicitud a la Autoridad
de la otra Parte sin necesidad de legalización u otra
formalidad análoga.

2. Se adjuntarán a la solicitud los documentos que
deban notificarse o una copia de los mismos.

3. La solicitud y los documentos se remitirán por
duplicado.

Artículo 7. Contenido de la solicitud.

La solicitud se ajustará al modelo que figura como
anexo al presente Convenio e irá acompañada de los
documentos correspondientes, especificando los datos
siguientes:

a) Nombre y dirección del Tribunal que formula la
solicitud.

b) Naturaleza del procedimiento en el que se solicita
la notificación.

c) Nombre y dirección de las partes en el proce-
dimiento y de sus representantes, en su caso.

d) Nombre y dirección del destinatario.
e) Otros datos que sean necesarios en relación con

la naturaleza de los documentos que han de notificarse
y cualquier requisito o forma específica que deba uti-
lizarse.

Artículo 8. Ejecución de la solicitud.

1. Se dará ejecución a toda solicitud debidamente
presentada con arreglo a lo dispuesto en el presente
Convenio, a menos que:

a) Dicha ejecución resulte imposible por encontrar-
se ausente la persona respecto de la cual se solicita
la notificación, por ser imposible su localización o por
cualquier otra razón análoga.

b) La Parte requerida considere que la ejecución
de la solicitud sería contraria al orden público o iría en
detrimento de su soberanía o seguridad.

2. En caso de que no se ejecute una solicitud, la
Autoridad designada por la Parte requerida informará
lo antes posible a la Autoridad designada por la Parte
requirente de la razón por la que no se procede a la
ejecución.

3. La ejecución de una solicitud de notificación de
documentos judiciales se efectuará con prontitud en la
forma prescrita por la legislación de la Parte requerida
o en la forma en que se solicite específicamente, siempre
que no sea incompatible con la legislación nacional de
la Parte requerida. La Parte requirente estará obligada
a pagar o reembolsar los gastos realizados en caso de
que se solicite una forma específica.

4. Constituirá prueba de la notificación de los docu-
mentos judiciales un recibo autenticado y fechado emi-
tido por el destinatario o una certificación expedida por
la Autoridad de la Parte requerida en la que se declare
que los documentos han sido notificados y se especifique
la forma y fecha de notificación.

Artículo 9. Notificación de documentos por agentes
diplomáticos o consulares.

Cualquiera de las Partes podrá, a través de sus agen-
tes diplomáticos o consulares, notificar directamente o
entregar documentos judiciales a sus propios nacionales
que se encuentren en el territorio de la otra Parte, siem-
pre que no se emplee ninguna forma de coacción.

CAPÍTULO III

Obtención de pruebas

Artículo 10. Ámbito de la obtención de pruebas.

1. En asuntos civiles o mercantiles, las autoridades
judiciales de una Parte podrán, de conformidad con lo
dispuesto en su legislación nacional, solicitar la obten-
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ción de pruebas a la autoridad competente de la otra
Parte mediante una comisión rogatoria.

2. La comisión rogatoria no podrá utilizarse para
obtener pruebas que no estén destinadas a un proce-
dimiento judicial.

Artículo 11. Contenido de la comisión rogatoria.

La comisión rogatoria irá acompañada de los docu-
mentos correspondientes, especificando los datos
siguientes:

a) Nombre y dirección del Tribunal que expide la
comisión rogatoria.

b) Naturaleza del procedimiento para el cual se soli-
citan las pruebas.

c) Nombre y dirección de las partes en el proce-
dimiento y de sus representantes, en su caso.

d) Nombre y dirección de los testigos o destinata-
rios.

e) Documentos o bienes que han de ser objeto de
inspección.

f) Cualquier otra información que resulte necesaria
en relación con las circunstancias sobre las que deben
obtenerse pruebas, las preguntas que han de formularse
a las personas que deban ser examinadas y cualquier
requisito de que se preste testimonio bajo juramento
o promesa o de cualquier forma específica.

Artículo 12. Notificación de la obtención de pruebas.

1. Cuando ejecute una comisión rogatoria, el Tri-
bunal de la Parte requerida o la Autoridad designada
por dicha Parte informará, cuando así se solicite, con
una antelación razonable, del lugar y fecha en que se
procederá a la obtención de pruebas a cualquier persona
designada a tal fin por el Tribunal que formuló la solicitud
y a la Autoridad designada por la Parte requirente que
remitió la comisión rogatoria.

2. Deberá permitirse que se encuentren presentes
durante la obtención de pruebas las partes en el pro-
cedimiento de la Parte requirente o sus representantes.

Artículo 13. Ejecución de la comisión rogatoria.

La ejecución de una comisión rogatoria se efectuará
con prontitud en la forma prescrita por la legislación
nacional de la Parte requerida o en la forma en que
se solicite específicamente, siempre que no sea incom-
patible con la legislación nacional de la Parte requerida.
La Parte requirente estará obligada a pagar o reembolsar
los gastos realizados en caso de que se solicite una
forma específica.

Artículo 14. Privilegios e inmunidades.

Cuando se ejecute una comisión rogatoria, la persona
afectada podrá negarse a prestar testimonio siempre que
goce de privilegios e inmunidades o esté obligada a
negarse a prestar testimonio:

a) Con arreglo a la legislación de la Parte requerida.
b) Con arreglo a la legislación de la Parte requirente,

cuando dichos privilegios e inmunidades u obligaciones
se hubieran especificado en la comisión rogatoria o a
instancia de la Autoridad requerida, hubieran sido con-
firmados a dicha Autoridad por la Autoridad requirente.

Artículo 15. Denegación de la ejecución.

1. Deberá ejecutarse toda comisión rogatoria
formulada de conformidad con lo dispuesto en el pre-
sente Convenio, a menos que:

a) La ejecución de la comisión rogatoria no sea com-
petencia del poder judicial de la Parte requerida.

b) La ejecución resulte imposible por encontrarse
ausente la persona que deba prestar testimonio, por no
ser posible su localización o por cualquier otra razón
análoga.

c) La Parte requerida considere que la ejecución de
la comisión rogatoria sería contraria al orden público
o iría en detrimento de su soberanía o seguridad.

2. No podrá denegarse la ejecución por la única
razón de que, de conformidad con su legislación nacio-
nal, la Parte requerida reivindique su competencia exclu-
siva sobre el objeto de la acción o alegue que su legis-
lación nacional no admite acción alguna al respecto.

Artículo 16. Certificación de la ejecución y traducción.

1. La Autoridad designada por la Parte requerida
remitirá a la Autoridad designada por la Parte requirente
una certificación en la que se especifique la fecha y
forma en que se procedió a la ejecución de la comisión
rogatoria, junto con el acta de cualquier testimonio
tomado.

2. La Autoridad designada por la Parte requerida
traducirá la certificación de la ejecución al inglés o a
la lengua oficial de la Parte requirente. Dicha traducción
se remitirá junto con la certificación y el acta del tes-
timonio a la Autoridad designada por la Parte requirente.

3. La traducción deberá estar debidamente certifi-
cada de conformidad con la legislación y la práctica de
la Parte requerida. No se exigirá su legalización ni nin-
guna otra formalidad análoga.

Artículo 17. Intercambio de información jurídica.

Las Partes se comunicarán mutuamente, previa soli-
citud, la legislación vigente en sus territorios o la juris-
prudencia de sus Tribunales en materia civil o mercantil,
así como cualquier otra información jurídica pertinente.

Artículo 18. Métodos alternativos de obtención de
pruebas.

Cualquiera de las Partes podrá, con el consentimiento
de la Autoridad de la otra Parte, obtener el testimonio
de cualquier persona que resida en el territorio de la
otra Parte a través de sus agentes diplomáticos o con-
sulares o de una persona debidamente comisionada para
el caso concreto, siempre que no se infrinja la legislación
de la otra Parte ni se adopten medidas coactivas de
ningún tipo.

CAPÍTULO IV

Disposiciones finales

Artículo 19. Solución de controversias.

Cualesquiera controversias que surjan entre las Partes
por la interpretación o aplicación del presente Convenio
se resolverán por vía diplomática.

Artículo 20. Disposición más favorable.

1. Las disposiciones del presente Convenio no afec-
tarán ni restringirán las disposiciones contenidas en otros
Convenios bilaterales o multilaterales celebrados por las
Partes sobre la misma materia.

2. Las disposiciones del presente Convenio no afec-
tarán ni restringirán las prácticas más favorables que
las Partes observen en la misma materia en su legislación
nacional.
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Artículo 21. Entrada en vigor.

El presente Convenio será ratificado y entrará en vigor
en la fecha del canje de los instrumentos de ratificación.

Artículo 22. Denuncia.

1. El presente Convenio se celebra por plazo inde-
finido. Podrá ser denunciado por escrito en cualquier
momento por cualquiera de las Partes, por vía diplo-
mática, siempre que se comunique a la otra Parte la
intención de denunciar el Convenio con seis meses de
antelación.

2. La expiración del presente Convenio no afectará
a cualesquiera procedimientos iniciados con anterioridad
a la fecha de expiración.

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente auto-
rizados por sus respectivos Gobiernos, firman el presente
Convenio.

Hecho por duplicado en Madrid el día 15 de junio
de 1998, en español y tailandés, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

Por el Reino de España,

MARGARITA MARISCAL DE GANTE

Y MIRÓN,

Ministra de Justicia

Por el Reino de Tailandia,

SUTASN NGENMUNE,

Ministro de Justicia

ANEXO

Fecha: .........................

Solicitud de notificación de documentos judiciales

Convenio de asistencia judicial en materia civil
y mercantil entre el Reino de España y el Reino

de Tailandia

Autoridad requirente: ................................................................
Identidad de las partes:

Demandante: ...............................................................................
Demandado: .................................................................................

Tribunal requirente: ....................................................................
Asunto número: ..........................................................................
Naturaleza del procedimiento: ................................................
Tipo de documento: ...................................................................
Identidad y dirección del destinatario: ..................................
Otros datos: ..................................................................................
.........................................................................................................
.........................................................................................................
.........................................................................................................

.........................
Firma y/o sello

El presente Convenio entró en vigor el 2 de abril
de 1999, fecha en la que tuvo lugar en Bangkok el canje
de los instrumentos de ratificación, según se establece
en su artículo 21.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 26 de abril de 1998.—El Secretario general

técnico del Ministerio de Asuntos Exteriores, Julio Núñez
Montesinos.

MINISTERIO

DE ASUNTOS EXTERIORES

10230 CONVENIO entre España y Rumania comple-
mentario del Convenio relativo al procedi-
miento civil concluido en La Haya el 1 de mar-
zo de 1954, hecho «ad referendum» en Buca-
rest el 17 de noviembre de 1997.

CONVENIO ENTRE ESPAÑA Y RUMANIA COMPLE-
MENTARIO DEL CONVENIO RELATIVO AL PROCEDI-

MIENTO CIVIL CONCLUIDO EN LA HAYA EL 1
DE MARZO DE 1954

España y Rumania, en lo sucesivo los Estados con-
tratantes,

Constatando que ambos Estados contratantes son
parte del Convenio relativo al procedimiento civil con-
cluido en La Haya el 1 de marzo de 1954, en adelante
denominado Convenio de La Haya,

Observando las disposiciones del artículo 1, aparta-
do IV, del artículo 3, apartado III, del artículo 9, apar-
tado IV, y del artículo 10 del Convenio de La Haya, que
permiten a los Estados partes del Convenio internacional
anteriormente mencionado concluir acuerdos bilaterales,
derogando algunas de sus disposiciones,

Deseando facilitar la notificación de documentos y
la ejecución de comisiones rogatorias en materia civil
y mercantil entre los dos Estados contratantes,

Han decidido concluir un Convenio complementario
al Convenio de La Haya y, a este efecto, han convenido
las disposiciones siguientes:

Artículo 1.

Los nacionales de cada uno de los Estados contra-
tantes gozarán, en el territorio del otro Estado, del mismo
tratamiento que los nacionales de este último, en lo que
respecta a la protección legal y judicial de carácter pro-
cesal, en materia civil y mercantil. A tal efecto, tendrán
libre acceso a los Tribunales del otro Estado y podrán
comparecer en juicio en las mismas condiciones que
los nacionales del Estado contratante requerido.

Artículo 2.

1. Los documentos judiciales y extrajudiciales, en
materia civil y mercantil, procedentes de uno de los Esta-
dos contratantes y destinados a personas que se encuen-
tren en el territorio del otro Estado contratante, serán
dirigidos por la Autoridad judicial requirente a la Auto-
ridad judicial requerida a través de los Ministerios de
Justicia de los dos Estados.

2. Será suficiente el envío de un solo ejemplar del
documento que haya de ser notificado y, en tal caso,
no regirá lo dispuesto en el párrafo segundo del artícu-
lo 5 del Convenio de La Haya.

3. Los documentos estarán dispensados de lega-
lización o cualquier otra formalidad equivalente.

Artículo 3.

Las disposiciones del artículo 2 del presente Convenio
no excluyen la posibilidad de los Estados contratantes
de notificar, por sus respectivos representantes diplo-


